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2. Autoridades y personal

2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERIA DE LA PRESIDENCIA

DECRETO 39/2005, de 22 de febrero de cese
de don Javier Aroca Alonso como miembro del Consejo
de Administración de la Empresa Pública de la Radio
y Televisión de Andalucía.

El artículo 5.1 de la Ley 8/1987, de 9 de diciembre,
de creación de la Empresa Pública de la Radio y Televisión
de Andalucía, establece que los miembros del Consejo de
Administración de la Empresa serán elegidos por el Parlamento
de Andalucía y nombrados por el Consejo de Gobierno.

Con fecha 9 de febrero de 2005, la Mesa de la Diputación
Permanente del Parlamento de Andalucía ha conocido el escri-

to presentado por don Javier Aroca Alonso, comunicando su
renuncia como miembro de dicho Consejo de Administración.

En consecuencia, a propuesta del Consejero de la Pre-
sidencia, previa deliberación del Consejo de Gobierno, en su
reunión del día 22 de febrero de 2005.

Vengo en cesar, como miembro del Consejo de Admi-
nistración de la Empresa Pública de la Radio y Televisión
de Andalucía, a don Javier Aroca Alonso.

Sevilla, 22 de febrero de 2005

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

GASPAR ZARRIAS AREVALO
Consejero de la Presidencia

2.2. Oposiciones y concursos

UNIVERSIDADES

RESOLUCION de 11 de febrero de 2005, de la
Universidad Pablo de Olavide, de Sevilla, por la que
se convoca a concurso público un contrato para obra
o servicio determinado de Técnico Superior de Apoyo
a la Investigación.

En desarrollo del Proyecto de Investigación denominado
«Genetics of the coencyme Q deficiency in humans (BIOGE-
NES)», proyecto incluido en el VI Programa Marco de la Unión
Europea.

Vista la propuesta de contratación de un Técnico Superior
de Apoyo a la Investigación, formulada por don Plácido Navas
Lloret, Responsable Principal del Proyecto de Investigación
citado anteriormente.

Considerando el informe favorable emitido por el Vicerrec-
torado de Investigación y Nuevas Tecnologías de esta Uni-
versidad con fecha 3 de febrero de 2005.

La Universidad Pablo de Olavide ha resuelto:

Primero. Convocar, con arreglo a las normas que se con-
tienen en los Anexos de esta Resolución, la contratación para
obra o servicio determinado de un Técnico Superior de Apoyo
a la Investigación, de referencia CIE0503, que colabore en
la ejecución del Proyecto citado anteriormente, al que se ads-
cribe el contrato indicado.

Segundo. Este contrato estará financiado con cargo al crédito
presupuestario 30.03.08.2303 541A 642.00 de los Presupues-
tos de la Universidad Pablo de Olavide (R.C. núm. 2004/11006).

Tercero. Esta Resolución pone fin a la vía administrativa;
contra ella cabe interponer recurso contencioso-administrativo,
en el plazo de dos meses, contados a partir del día siguiente
al recibo de su notificación, ante el Juzgado de lo Conten-
cioso-Administrativo, de conformidad con el artículo 8.3 de
la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción

Contencioso-Administrativa (BOE de 14 de julio), sin perjuicio
de que alternativamente pueda presentarse recurso de repo-
sición contra esta Resolución, en el plazo de un mes, ante
el mismo órgano que la dictó, en cuyo caso no cabrá interponer
el recurso contencioso-administrativo anteriormente citado en
tanto no recaiga resolución expresa o presunta del recurso
de reposición, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos
116 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre
(BOE de 27 de noviembre), de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero (BOE
de 14 de enero).

Sevilla, 11 de febrero de 2005.- El Rector, Agustín
Madrid Parra.

ANEXO I

BASES DE LA CONVOCATORIA

La presente convocatoria se regirá por lo dispuesto en:

- La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, modificada por Ley 4/1999, de 13
de enero.

- El «Reglamento sobre contratación de personal con car-
go a créditos de Investigación», aprobado por la Comisión
Gestora de la Universidad Pablo de Olavide en su sesión núme-
ro 41.ª de fecha 19.2.2002 (Acta 2/2002, punto 9.º).

- Las demás normas vigentes que sean de aplicación
y, en particular, por las normas específicas contenidas en la
Resolución de la propia convocatoria y sus Anexos.

La instrucción del procedimiento corresponderá al
Vicerrectorado de Investigación y Nuevas Tecnologías. Las soli-
citudes serán resueltas y notificadas en el plazo máximo de
tres meses contados a partir del día siguiente al de finalización
del plazo de presentación de solicitudes. Una vez transcurrido
este último plazo sin haberse notificado resolución expresa,
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los interesados estarán legitimados para entender desestima-
das sus solicitudes.

1. Solicitantes.
Podrán solicitar tomar parte en la presente convocatoria

los solicitantes que reúnan los siguientes requisitos:

1.1. Ser español o nacional de un Estado miembro de
la Unión Europea o nacional de aquellos Estados a los que,
en virtud de Tratados Internacionales celebrados por la Unión
Europea y ratificados por España, sea de aplicación la libre
circulación de trabajadores en los términos en que ésta se
halle definida en el Tratado constitutivo de la Unión Europea.

También podrán participar el cónyuge, descendientes y
descendientes del cónyuge, de los españoles y también de
los nacionales de otros Estados miembros de la Unión Europea,
siempre que no se estén separados de derecho, menores de
veintiún años o mayores de dicha edad que vivan a sus
expensas.

Este último beneficio será igualmente de aplicación a fami-
liares de nacionales de otros Estados cuando así se prevea
en los Tratados Internacionales celebrados por la Comunidad
Europea y ratificados por España.

Quienes no estando incluidos en los apartados anteriores
se encuentren residiendo en España en situación de legalidad,
siendo titulares de un documento que les habilite a residir
y a poder acceder sin limitaciones al mercado laboral. En
consecuencia, podrán participar quienes se encuentren
en situación de residencia temporal, quienes se encuentren
en situación de residencia permanente y quienes se encuentren
en situación de autorización para residir y trabajar, así como
los que tengan la condición de refugiados.

1.2. Tener cumplidos los dieciocho años y no haber cum-
plido la edad de jubilación. Estas dos circunstancias deberán
estar acreditadas durante todo el período de contratación.

1.3. Estar en posesión de las condiciones académicas
o de titulación requeridas en el Anexo II de esta Resolución.
Los títulos conseguidos en el extranjero o en Centros Españoles
no estatales, deberán estar homologados o reconocidos a la
fecha de cierre del plazo de presentación de solicitudes.

1.4. No padecer enfermedad ni estar afectado por limi-
tación física o psíquica que sea incompatible con el desempeño
de las correspondientes funciones.

1.5. No haber sido separado, mediante expediente dis-
ciplinario, del servicio de cualquiera de las Administraciones
Públicas, ni hallarse inhabilitado para el desempeño de las
correspondientes funciones. Los aspirantes cuya nacionalidad
no sea la española deberán igualmente no estar sometidos
a sanción disciplinaria o condena penal que impida, en su
Estado, el acceso a la función pública.

Los aspirantes que no posean la nacionalidad española
deberán acreditar un conocimiento adecuado del castellano.

Todos los requisitos anteriores deberán poseerse en el
día de finalización del plazo de presentación de solicitudes
y mantenerse hasta el momento de la adjudicación de los
correspondientes contratos.

2. Cuantía del contrato.
2.1. La dotación económica del contrato será la espe-

cificada en el Anexo II.
2.2. La contratación implicará, además, el alta en el Régi-

men General de la Seguridad Social.

3. Efectos del contrato.
Una vez reunida la Comisión Evaluadora correspondiente

y seleccionado el contratado, el contrato surtirá efecto en algu-
no de los veinte días hábiles siguientes a la fecha de publi-
cación de la resolución por la que se adjudique el contrato
por la Universidad Pablo de Olavide.

4. Duración del contrato.
La duración del contrato vendrá determinada por la dura-

ción y disponibilidad presupuestaria de la obra o servicio. Será
la especificada en el Anexo II y podrá prorrogarse sin que,
en ningún caso, la duración del contrato, incluidas las posibles
prórrogas, pueda superar la duración del proyecto, contrato
o convenio de investigación que lo soporta.

5. Solicitudes.
5.1. Los candidatos deberán presentar su solicitud en

los quince días naturales siguientes a la publicación de la
presente convocatoria en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

5.2. Las solicitudes se formalizarán en el impreso nor-
malizado, conforme al modelo recogido en el Anexo III de
esta Resolución, y se presentarán, dirigidas al Excmo. Sr.
Vicerrector de Investigación y Nuevas Tecnologías, en el Regis-
tro General de la Universidad Pablo de Olavide, sita en Carre-
tera de Utrera, km 1, 41013 Sevilla, o por cualquier otro
de los métodos establecidos en el artículo 38 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero (BOE
de 14 de enero), debiendo, en tal caso, comunicar tal cir-
cunstancia a la Universidad Pablo de Olavide (Unidad de Inves-
tigación), mediante fax al número 954 349 204 o telegrama.

Las solicitudes que se presenten a través de las Oficinas
de Correos deberán ir en sobre abierto, para ser fechadas y
selladas por el funcionario de Correos antes de ser certificadas.

En caso de que el último día de presentación de solicitudes
fuera sábado o festivo, el plazo se entenderá prorrogado hasta
el siguiente día hábil.

5.3. A la solicitud, que podrán recoger en la Unidad de
Investigación (Edificio núm. 9) de esta Universidad, se adjun-
tará la siguiente documentación:

- Currículum vitae del solicitante.
- Título (o resguardo de haberlo solicitado) y certificación

académica oficial, en original o fotocopia compulsada, en la
que figuren, de forma detallada, las calificaciones obtenidas,
fechas de las mismas y constancia expresa de que las materias
constituyen el programa completo de la titulación corres-
pondiente.

- Fotocopia cotejada del Documento Nacional de Iden-
tidad, pasaporte o tarjeta de residente del solicitante.

- Resto de méritos, debidamente documentados y cote-
jados, en función de los requisitos de la convocatoria.

- Anexos IV y V de esta convocatoria, debidamente
formalizados.

5.4. Los méritos que se aleguen tras la finalización del
plazo de presentación de solicitudes, no serán tenidos en cuen-
ta para la evaluación de las solicitudes de los candidatos.

5.5. Una vez finalizado el proceso selectivo, los aspirantes
no seleccionados podrán solicitar por escrito la devolución de
la documentación aportada que, en caso de no solicitarse su
devolución podrá ser destruida en un plazo no inferior a dos
meses contados a partir de la fecha de la propuesta de con-
tratación de la Comisión Evaluadora.

6. Admisión de candidatos.
6.1. Expirado el plazo de presentación de instancias, el

Rector dictará resolución, en el plazo de diez días hábiles,
declarando aprobadas las listas provisionales de aspirantes
admitidos y excluidos, con indicación expresa de la causa
de exclusión. Esta resolución, así como todas las comuni-
caciones posteriores del procedimiento referidas a la presente
convocatoria, serán publicadas en el tablón de anuncios del
Rectorado de esta Universidad (Edificios núms. 9 y 12).

6.2. Los candidatos excluidos o que no figuren en la
relación de admitidos, dispondrán de un plazo de diez días
hábiles, contados a partir del día siguiente al de la publicación
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de la Resolución del párrafo 6.1, para subsanar el defecto
que causare la exclusión o la omisión.

6.3. Los candidatos que no subsanen la exclusión o ale-
guen la omisión, lo que justificaría su derecho a ser incluidos
en la relación de admitidos, serán definitivamente excluidos
del procedimiento de selección. Por lo que, a estos efectos,
los candidatos deberán comprobar, no sólo que figuran reco-
gidos en la relación de excluidos, sino además que sus nombres
constan en la pertinente relación de admitidos.

6.4. La Resolución que eleve a definitiva la lista de admi-
tidos y excluidos pondrá fin a la vía administrativa y contra
la misma se podrá interponer recurso de reposición o recurso
contencioso-administrativo, de acuerdo con lo previsto en la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero,
y en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa.

7. Selección de las solicitudes.
7.1. La convocatoria será resuelta por el Rector de la

Universidad Pablo de Olavide, según la propuesta que realice
la Comisión Evaluadora nombrada al efecto y cuya composición
se determina más adelante. En la resolución se incluirán los
candidatos a los que se les adjudican los contratos, enten-
diéndose desestimadas el resto de las solicitudes presentadas.

7.2. La Comisión Evaluadora seleccionará las solicitudes
de acuerdo con los criterios establecidos en la presente con-
vocatoria y, posteriormente, elevará al Rector propuesta de
contratación de los candidatos que hayan obtenido mayor pun-
tuación. No obstante, la Comisión podrá proponer la no pro-
visión de alguna o todas las plazas convocadas si, en la eva-
luación de los candidatos, observara que no reúnen las con-
diciones del perfil solicitado en la convocatoria.

8. Criterios de selección.
8.1. La Comisión valorará con carácter general las siguien-

tes particularidades referidas a los candidatos:

- Expediente académico: Valorado hasta un máximo de
4 puntos. Se obtendrá la nota media de cada expediente bare-
mado de acuerdo con la siguiente puntuación ponderada por
cada asignatura o créditos correspondientes:

Aprobado: 1.
Notable: 2.
Sobresaliente: 3.
Matrícula de Honor: 4.

- Experiencia profesional y/o investigadora relacionada
con los requisitos de la convocatoria específica: Se otorgarán
hasta un máximo de dos puntos, a razón de 0,1 puntos por
mes trabajado en puestos de la misma o superior categoría,
siempre que se acredite la realización, a jornada completa,
de las funciones que se determinan en el Anexo II. En caso
de acreditarse la experiencia en puestos desarrollados en jor-
nada reducida, la puntuación por este concepto se verá redu-
cida en la misma proporción que dicha jornada.

- Otros méritos que específicamente vengan determina-
dos en los correspondientes Anexos y que habrán de acreditarse
documentalmente: Valorados hasta un máximo de un punto.

- Si la Comisión Evaluadora lo cree conveniente, los soli-
citantes podrán ser convocados a la realización de una entre-
vista y/o prueba práctica directamente relacionada con las fun-
ciones a desempeñar. En este caso, la entrevista será valorada
con un máximo de 3 puntos y la prueba práctica con un
máximo de 5 puntos.

8.2. La Comisión no valorará los méritos de aquellos can-
didatos que no cumplan con los requisitos mínimos y perfil
del contrato establecidos en el Anexo II.

9. Comisión Evaluadora de las solicitudes.
9.1. Esta Comisión estará integrada por:

- El Excmo. Sr. Vicerrector de Investigación y Nuevas
Tecnologías que actuará como Presidente, en caso de ausencia
le sustituirá el Excmo. Sr. Vicerrector de Ordenación Aca-
démica.

- Un miembro propuesto por los delegados de personal
laboral de la Universidad.

- El vocal titular de la Comisión de Investigación de la
Universidad Pablo de Olavide que ostente en la misma la
representación departamental más afín al perfil del contrato,
en caso de ausencia le sustituirá el vocal suplente en la misma
Comisión.

- El Jefe de la Unidad de Investigación, que actuará como
Secretario, con voz pero sin voto, en caso de ausencia le sus-
tituirá un funcionario de esa Unidad.

9.2. Esta Comisión podrá disponer la incorporación a sus
trabajos de asesores especialistas. Estos asesores colaborarán
con la Comisión, exclusivamente, en el ejercicio de sus espe-
cialidades técnicas.

10. Incompatibilidades.
Para la formalización del contrato, el contratado deberá

formular declaración de no poseer o ejercer, en el momento
de su contratación, empleo público o privado incompatible
con las funciones a desempeñar.

El Secretario levantará acta de la sesión y recogerá explí-
citamente el orden priorizado de los solicitantes a efectos de
sustitución en caso de renuncias o reclamaciones.

Efectuada la selección del candidato o candidatos, se ele-
vará propuesta de contratación al Excmo. y Mgfco. Rector de
la Universidad Pablo de Olavide.

ANEXO II

CONDICIONES PARTICULARES DE LA CONVOCATORIA

Número de contratos: 1.
Referencia de la convocatoria: CIE0503.
Proyectos de investigación: «Genetics of the coencyme

Q deficiency in humans (BIOGENES)».
Investigador principal: Prof. Dr. don Plácido Navas Lloret.
Representante en la Comisión Evaluadora: Prof. Dr. don

Plácido Navas Lloret.
Perfil del contrato: El candidato seleccionado deberá acre-

ditar documentalmente que cuenta con los siguientes cono-
cimientos y/o experiencia: Genética de la biosíntesis de
ubiquinona.

Requisitos mínimos de los candidatos:

- Licenciado en Biología, Bioquímica o Farmacia.
- Experiencia en tecnología molecular.
- Experiencia en clonación.
- Experiencia en transformación.
- Experiencia de bioenergética.

Condiciones del contrato:

- Definición del puesto: Técnico Superior de Apoyo a la
Investigación.

- Retribución mensual íntegra (incluido prorrateo de
pagas extraordinarias): 1.200 E.

- Horas semanales: 35 horas.
- Duración: 18 meses (prorrogable por otros 18 meses).

Otros méritos a valorar: Conocimientos de cultivos de célu-
las humanas y levaduras.

Ver Anexo III en página 9.135 del BOJA núm. 72, de 14.4.2004
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ANEXO IV

Don/Doña ................................................................. con
domicilio en ....................................................................
y Documento Nacional de Identidad número ........................
a efectos de ser contratado/a como ................ de la Universi-
dad Pablo de Olavide, de Sevilla, declara bajo juramento o
promete, que no ha sido separado/a del servicio de ninguna
de las Administraciones Públicas y que no se halla inhabilitado
para el ejercicio de las correspondientes funciones.

En Sevilla, a ........... de ........... de ...........

ANEXO V

Don/Doña ................................................................. con
domicilio en ....................................................................
y Documento Nacional de Identidad número ........................
a efectos de ser contratado/a como ................ de la Universi-
dad Pablo de Olavide, de Sevilla, declara bajo juramento o
promete que no posee o ejerce, en el momento de su nom-
bramiento, empleo público o privado incompatible con las fun-
ciones a desempeñar.

En Sevilla, a ........... de ........... de ...........

3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

ORDEN de 22 de febrero de 2005, por la que
se delegan competencias en diversas materias en órga-
nos de la Consejería.

La reestructuración de Consejerías realizada por el Decreto
del Presidente 11/2004, de 24 de abril, y la nueva estructura
orgánica de la Consejería de Economía y Hacienda establecida
por el Decreto 239/2004, de 18 de mayo, hacen necesario
proceder a revisar y actualizar las diversas delegaciones de
competencias propias del titular de la Consejería de Economía
y Hacienda que se han venido efectuando en el tiempo. Asi-
mismo, es preciso refundir las mismas en una única dispo-
sición al objeto de facilitar su conocimiento.

De esta forma, la presente Orden actualiza y refunde las
diversas delegaciones de competencias actualmente existentes
y, asimismo, en aras a una mayor eficacia, celeridad y sim-
plificación en la tramitación y resolución de los expedientes,
delega el ejercicio de nuevas competencias, todo ello en cum-
plimiento de los principios constitucionales que han de regir
la actuación de las Administraciones Públicas y en uso de
las facultades conferidas por el artículo 47 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, y por el artículo 13 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

De otro lado, mediante la presente Orden se establecen
ciertas reglas procedimentales para coordinar la actuación de
los distintos Centros Directivos en determinadas materias en
virtud de la habilitación conferida por la disposición final pri-
mera del referido Decreto 239/2004, de 18 de mayo.

En su virtud, y en uso de las atribuciones que me han
sido conferidas,

D I S P O N G O

CAPITULO I

Delegación en materia de personal

Artículo 1. Titulares de los Centros Directivos de la
Consejería.

1. Se delegan en los titulares de la Viceconsejería, Secre-
tarías Generales, Secretaría General Técnica y Direcciones

Generales de la Consejería de Economía y Hacienda, en rela-
ción al personal destinado en los respectivos Centros Directivos,
las siguientes competencias:

a) La concesión de permisos y licencias previstos en la
legislación vigente.

b) La autorización de los períodos de vacaciones anuales.
c) La autorización para la asistencia a cursos de selección,

formación y perfeccionamiento dentro del territorio nacional.
d) La autorización de indemnizaciones por razón del

servicio cuando el desplazamiento se realice dentro del terri-
torio nacional.

2. De las actuaciones llevadas a cabo en el ejercicio de
las competencias referidas en el apartado anterior se dará cuen-
ta a la Secretaría General Técnica.

Artículo 2. Titular de la Viceconsejería.
1. Se delegan en el titular de la Viceconsejería, en relación

al personal destinado en la Consejería de Economía y Hacien-
da, las siguientes competencias:

a) La propuesta a la Consejería de Justicia y Adminis-
tración Pública de revisión de la Relación de Puestos de
Trabajo.

b) La convocatoria y resolución de los concursos de méri-
tos para la provisión de puestos de trabajo adscritos a los
Servicios Centrales y a la Delegación Provincial de la Consejería
de Economía y Hacienda en Sevilla.

c) La provisión y remoción de los puestos de trabajo de
libre designación, previo informe favorable de la Consejería
de Justicia y Administración Pública cuando el funcionario
sea personal ajeno a la Administración de la Junta de
Andalucía.

d) Autorizar el destino provisional de funcionarios a otras
Consejerías en los términos previstos en el artículo 30.2 de
la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la
Función Pública de la Junta de Andalucía.

e) Autorizar la asistencia a cursos de selección, formación
y perfeccionamiento fuera del territorio nacional.

f) Autorizar indemnizaciones por razón del servicio cuando
el desplazamiento se realice fuera del territorio nacional.

g) El establecimiento de los servicios mínimos compe-
tencia de la Consejería.

h) La incoación y resolución de los expedientes disci-
plinarios por faltas muy graves, excepto en los casos de sepa-
ración del servicio.
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2. Asimismo, se delega en el titular de la Viceconsejería,
en relación al personal destinado en las Delegaciones Pro-
vinciales de la Consejería, las siguientes competencias:

a) Autorizar la asistencia a cursos de selección, formación
y perfeccionamiento fuera del ámbito territorial de la Comu-
nidad Autónoma.

b) Autorizar indemnizaciones por razón del servicio cuan-
do el desplazamiento se realice fuera del ámbito territorial de
la Comunidad Autónoma.

Artículo 3. Titular de la Secretaría General Técnica.
1. Se delegan en el titular de la Secretaría General Técnica,

en relación al personal destinado en los Servicios Centrales
de la Consejería de Economía y Hacienda, las siguientes
competencias:

a) Atribuir el desempeño provisional de puestos de trabajo
de igual o inferior nivel, en los términos previstos en los apar-
tados 3 y 4 del artículo 27 de la Ley 6/1985, de 28 de
noviembre.

b) Los traslados provisionales de funcionarios en los tér-
minos previstos en el apartado 2 del artículo 27 de la Ley
6/1985, de 28 de noviembre, así como proponer los destinos
provisionales conforme al apartado 1 del citado artículo.

c) El destino provisional de funcionarios previsto en el
artículo 30 de la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, a propuesta
de los respectivos Centros Directivos.

d) El nombramiento de interinos así como la contratación
del personal laboral temporal, previa autorización de la Con-
sejería de Justicia y Administración Pública, de acuerdo con
los sistemas de selección que para dicho personal la misma
establezca.

e) La declaración de excedencia tanto del personal fun-
cionario como laboral en sus distintas modalidades.

f) La declaración de servicios especiales excepto en los
supuestos contemplados en los apartados a), b) y j) del artícu-
lo 29.2 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas
para la Reforma de la Función Pública.

g) La declaración de la situación administrativa de
servicios en otras Administraciones Públicas.

h) La concesión del reingreso desde las situaciones admi-
nistrativas o laborales con derecho a reserva de puesto de
trabajo.

i) La declaración de jubilación forzosa, voluntaria y por
incapacidad física, así como la prórroga de servicios activos.

j) La resolución de solicitudes de autorizaciones respecto
del deber de residencia.

k) El reconocimiento del grado personal consolidado por
el desempeño de puestos de trabajo en la Administración de
la Comunidad Autónoma de Andalucía.

l) El reconocimiento de trienios y servicios previos pres-
tados en la Administración.

m) Las propuestas e informes en materia de compati-
bilidad para el desempeño de actividades públicas y privadas.

n) Las competencias previstas en el artículo 46.3.c) de
la Ley 6/1985, de 28 noviembre, en relación al complemento
de productividad del personal funcionario e interino.

ñ) La incoación y resolución de los expedientes disci-
plinarios por faltas leves.

2. Asimismo, se delegan en el titular de la Secretaría
General Técnica, en relación al personal destinado en los
Servicios Centrales y en las Delegaciones Provinciales de la
Consejería, las siguientes competencias:

a) La movilidad del personal laboral dentro de la Con-
sejería, o entre ésta y el Instituto de Estadística de Andalucía.

b) La resolución de permutas de destino cuando se pro-
duzcan entre funcionarios de la Consejería y/o el Instituto de
Estadística de Andalucía.

c) Atribuir el desempeño provisional de un puesto de tra-
bajo a los funcionarios que cesen en el que desempeñaban
sin obtener otros por los sistemas normales de provisión.

d) La incoación y resolución de los expedientes disci-
plinarios por faltas graves.

Artículo 4. Titulares de las Delegaciones Provinciales.
1. Se delegan en los titulares de las Delegaciones Pro-

vinciales de la Consejería de Economía y Hacienda, en relación
al personal destinado en las respectivas Delegaciones, las
siguientes competencias:

a) Atribuir el desempeño provisional de puestos de trabajo
de igual o inferior nivel, en los términos previstos en los apar-
tados 3 y 4 del artículo 27 de la Ley 6/1985, de 28 de
noviembre.

b) Los traslados provisionales de funcionarios en los tér-
minos previstos en el apartado 2 del artículo 27 de la Ley
6/1985, de 28 de noviembre, así como proponer los destinos
provisionales conforme al apartado 1 del citado artículo.

c) El destino provisional de funcionarios previsto en el
artículo 30 de la Ley 6/1985, de 28 de noviembre.

d) El nombramiento de interinos así como la contratación
del personal laboral temporal, previa autorización de la Con-
sejería de Justicia y Administración Pública, de acuerdo con
los sistemas de selección que para dicho personal la misma
establezca.

e) La declaración de excedencia tanto del personal fun-
cionario como laboral en sus distintas modalidades.

f) La declaración de servicios especiales excepto en los
supuestos contemplados en los apartados a), b) y j) del artícu-
lo 29.2 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto.

g) La declaración de la situación administrativa de
servicios en otras Administraciones Públicas.

h) La concesión del reingreso desde las situaciones admi-
nistrativas o laborales con derecho a reserva de puesto de
trabajo.

i) La declaración de jubilación forzosa, voluntaria o por
incapacidad física, así como la prórroga de servicios activos.

j) La resolución de solicitudes de autorizaciones respecto
del deber de residencia.

k) El reconocimiento del grado personal consolidado por
el desempeño de puestos de trabajo en la Administración de
la Comunidad Autónoma de Andalucía.

l) El reconocimiento de trienios y servicios previos pres-
tados en la Administración.

m) Las propuestas e informes en materia de compati-
bilidad para el desempeño de actividades públicas y privadas.

n) La concesión de permisos y licencias previstos en la
legislación vigente.

ñ) La autorización de los períodos de vacaciones anuales.
o) La autorización para la asistencia a cursos de selección,

formación y perfeccionamiento en el ámbito territorial de la
Comunidad Autónoma.

p) La autorización de indemnizaciones por razón del
servicio cuando el desplazamiento se realice dentro del ámbito
territorial de la Comunidad Autónoma.

q) Las competencias previstas en el artículo 46.3.c) de
la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, en relación al comple-
mento de productividad del personal funcionario e interino.

r) La incoación y resolución de los expedientes discipli-
narios por faltas leves.

2. Asimismo, se delegan en los titulares de las Delega-
ciones Provinciales, en relación con los Interventores Provin-
ciales y sus adjuntos, las siguientes competencias:

a) La concesión de permisos y licencias previstos en la
legislación vigente.

b) La autorización de los períodos de vacaciones anuales.
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c) La autorización de indemnizaciones por razón del
servicio cuando el desplazamiento se realice dentro del ámbito
territorial de la Comunidad Autónoma.

Artículo 5. Instituto de Estadística de Andalucía.
Se delegan en el titular de la dirección del Instituto de

Estadística de Andalucía en relación al personal destinado en
el Instituto, las siguientes competencias:

a) La movilidad del personal laboral dentro del Organismo
Autónomo.

b) La declaración de excedencia tanto del personal fun-
cionario como laboral en sus distintas modalidades.

c) La declaración de servicios especiales excepto en los
supuestos contemplados en los apartados a), b) y j) del artícu-
lo 29.2 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto.

d) La declaración de la situación administrativa de
servicios en otras Administraciones Públicas.

e) La concesión del reingreso desde las situaciones admi-
nistrativas o laborales con derecho a reserva de puesto de
trabajo.

f) El reconocimiento del grado personal consolidado por
el desempeño de puestos de trabajo en la Administración de
la Comunidad Autónoma de Andalucía.

g) La convocatoria y resolución de los concursos de méritos
para la provisión de puestos de trabajo adscritos a dicho Orga-
nismo en Sevilla.

CAPITULO II

Delegación en las materias de modificaciones presupuestarias,
sistema de caja fija, transferencias y gestión del gasto

Artículo 6. Delegación en el titular de la Viceconsejería
respecto a modificaciones presupuestarias, sistema de caja
fija, transferencias y encargos de ejecución.

Se delegan en el titular de la Viceconsejería las siguientes
competencias:

a) La autorización de los expedientes de modificaciones
presupuestarias que corresponden al titular de la Consejería
conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 5/1983,
de 19 de julio, General de la Hacienda Pública de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, y demás disposiciones de
aplicación.

b) Todas las competencias que se atribuyen al titular de
la Consejería de Economía y Hacienda en el artículo 47 de
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía.

c) El acuerdo de inclusión en el sistema de caja fija de
determinados gastos presupuestarios no comprendidos en su
ámbito de aplicación, conforme a lo previsto en el artícu-
lo 2.2 de la Orden de la Consejería de Economía y Hacienda
de 22 de enero de 1992, sobre gestión y control de las ope-
raciones de anticipos de Caja Fija.

d) Las transferencias de financiación, de explotación o
de capital, las transferencias con asignación nominativa finan-
ciadas con fondos europeos u otras transferencias finalistas,
así como los encargos de ejecución que puedan formalizarse
por la Consejería de Economía y Hacienda.

Artículo 7. Delegación en los titulares de los Centros Direc-
tivos en materia de gestión del gasto.

1. En relación con los créditos de la Sección 10 «Con-
sejería de Economía y Hacienda» y, sin perjuicio de la des-
concentración de facultades en los órganos periféricos de la
Consejería, se delegan en los titulares de los Centros Directivos
responsables de los programas presupuestarios de gastos las
facultades en materia de aprobación del gasto, su compromiso,
liquidación y proposición de pagos previstas en el artículo 50.1

de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

De lo dispuesto en el párrafo anterior se exceptúan los
créditos previstos en los Capítulos I y II de la referida Sección 10
que se delegan en el titular de la Secretaría General Técnica,
salvo los destinados a satisfacer los honorarios y compen-
saciones que deban percibir los titulares de las Oficinas Liqui-
dadoras de Distrito Hipotecario por la gestión y liquidación
de los tributos cedidos que se delegan en el titular de la Direc-
ción General de Tributos e Inspección Tributaria.

2. Se delegan en los titulares de las Direcciones Generales
de Tesorería y Deuda Pública, de Patrimonio, y de Relaciones
Financieras con otras Administraciones, las mismas facultades
de gestión del gasto referidas en el apartado anterior en relación
con las secciones presupuestarias 03 «Deuda Pública»,
31 «Gastos de diversas Consejerías» y 32 «A Corporaciones
Locales por participación en ingresos del Estado», respec-
tivamente.

Artículo 8. Delegación en los titulares de las Delegaciones
Provinciales en relación a las indemnizaciones por razón del
servicio de los Interventores Provinciales y sus adjuntos.

Se delegan en los titulares de las Delegaciones Provin-
ciales de la Consejería de Economía y Hacienda las funciones
de aprobación de gastos, su compromiso, liquidación y pro-
posición de pago en relación con los créditos que se asignen
a cada Delegación Provincial para atender los gastos deven-
gados en concepto de indemnizaciones por razón del servicio
de los Interventores Provinciales y sus adjuntos.

CAPITULO III

Delegación en materia de contratación

Artículo 9. Delegación en los titulares de la Viceconsejería
y Centros Directivos en relación con la contratación admi-
nistrativa.

1. Se delegan en el titular de la Viceconsejería, en relación
con la contratación administrativa derivada de la gestión de
los créditos previstos en los programas presupuestarios de gas-
tos de las secciones presupuestarias 10 «Consejería de Eco-
nomía y Hacienda», 03 «Deuda Pública» y 31 «Gastos de
diversas Consejerías», las siguientes competencias:

a) Los acuerdos de iniciación de expedientes y de auto-
rización de modificaciones de contratos.

b) La adjudicación de los contratos.
c) Los acuerdos de resolución de contratos.
d) La aprobación de los expedientes de modificación, com-

plementarios y accesorios.
e) Los acuerdos de declaración de emergencia.

2. Se delegan en los titulares de los Centros Directivos
responsables de los respectivos programas presupuestarios de
gastos las demás facultades no contempladas en el apartado
anterior que correspondan al órgano de contratación, salvo
las relativas a la contratación administrativa derivada de la
gestión de los créditos previstos en el Capítulo II de la Sección
10 «Consejería de Economía y Hacienda» que se atribuyen
al titular de la Secretaría General Técnica, sin perjuicio de
la desconcentración de facultades en los órganos periféricos
de la Consejería.

Artículo 10. Delegación en el titular de la Viceconsejería
en relación con los contratos privados.

Se delegan en el titular de la Viceconsejería las com-
petencias en relación a los actos separables de preparación
y adjudicación de los contratos privados con excepción de
los delegados expresamente por la presente Orden en otros
órganos.
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Artículo 11. Delegación en el titular de la Secretaría Gene-
ral de Hacienda en relación con los bienes homologados.

Se delegan en el titular de la Secretaría General de Hacien-
da las siguientes facultades:

a) Los acuerdos de iniciación de los concursos de deter-
minación de tipo.

b) Los acuerdos de adjudicación de los concursos de deter-
minación de tipo.

c) Los convenios de cooperación con entidades públicas
andaluzas en materia de bienes homologados.

CAPITULO IV

Delegación en materia de convenios

Artículo 12. Titular de la Viceconsejería.
Se delegan en el titular de la Viceconsejería las actuaciones

preparatorias y la formalización de los convenios en materias
de la competencia de la Consejería de Economía y Hacienda,
excepto en los supuestos en que deba intervenir en su apro-
bación el Consejo de Gobierno así como en el referido en
el artículo 11.c) de la presente Orden.

CAPITULO V

Delegación en materia de subvenciones

Artículo 13. Titular de la Viceconsejería.
Se delegan en el titular de la Viceconsejería las com-

petencias en orden a los procedimientos de concesión, rein-
tegro y otras facultades que correspondan al titular de la Con-
sejería en materia de subvenciones y que no hayan sido dele-
gadas en otros órganos de la Consejería.

CAPITULO VI

Delegación en materia de responsabilidad patrimonial

Artículo 14. Titulares de la Viceconsejería y órganos
gestores.

Se delega en el titular de la Viceconsejería la competencia
para resolver los procedimientos de responsabilidad patrimo-
nial regulados en el Título X de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, que traigan
causa en el funcionamiento normal o anormal de la Consejería
de Economía y Hacienda, correspondiendo el inicio e instruc-
ción de los mismos al Centro Directivo o Delegación Provincial
de la Consejería a cuya actuación se impute la lesión
patrimonial.

CAPITULO VII

Delegación en materia de revisión de actos en vía
administrativa y asuntos contenciosos

Artículo 15. Delegación en el titular de la Secretaría Gene-
ral Técnica en materia de revisión de oficio.

Se delegan en el titular de la Secretaría General Técnica
las facultades que corresponden al titular de la Consejería rela-
tivas a la revisión de actos nulos y a la declaración de lesividad
de actos anulables de acuerdo con lo establecido en los ar-
tículos 102 y 103 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Artículo 16. Delegación en los distintos órganos de la
Consejería en materia de recursos administrativos y reclama-
ciones previas.

1. Se delega en el titular de la Viceconsejería la resolución
de los recursos de alzada regulados en el Capítulo II del Títu-
lo VII de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, cuya com-

petencia corresponda al titular de la Consejería, a excepción
de los que se interpongan contra actos dictados por el titular
de la Viceconsejería que no pongan fin a la vía administrativa.

2. Se delega en los titulares de los Centros Directivos,
de las Delegaciones Provinciales y de la dirección del Instituto
de Estadística de Andalucía, la resolución de los recursos de
reposición regulados en el Capítulo II del Título VII de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, que se interpongan contra
los actos que se dicten en el ejercicio de las competencias
delegadas por el titular de la Consejería.

3. Se delega en el titular de la Secretaría General Técnica
la resolución de las reclamaciones previas a la vía judicial
laboral del personal adscrito a los Servicios Centrales de la
Consejería de Economía y Hacienda, así como la resolución
de las reclamaciones previas a la vía judicial civil.

Artículo 17. Delegación en los titulares de la Viceconsejería
y de la Dirección General de Tributos e Inspección Tributaria
en materia de ejercicio de acciones y asuntos contenciosos.

1. Se delegan en el titular de la Dirección General de
Tributos e Inspección Tributaria:

a) La interposición de recursos económico-administrativos
de alzada ante el Tribunal Económico-Administrativo Central
contra acuerdos del Tribunal Económico-Administrativo Regio-
nal de Andalucía en materia de tributos cedidos por el Estado.

b) La autorización, asimismo, al Gabinete Jurídico de la
Junta de Andalucía para el ejercicio de las correspondientes
acciones contencioso-administrativas en defensa de los dere-
chos económicos de la Hacienda de la Comunidad, interpo-
niendo recursos contencioso-administrativos, en cualesquiera
de sus instancias, contra los actos dictados por los tribunales
Económico-Administrativo Regional de Andalucía y Central,
respecto a las materias relativas a los tributos cedidos por
el Estado.

c) La autorización para la ratificación de los recursos con-
tencioso-administrativos que hubiesen sido interpuestos por
el Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía por razón de
urgencia acreditada, así como, en cualesquiera de sus ins-
tancias, para su desistimiento, en relación con la defensa de
los derechos económicos derivados de ingresos de naturaleza
tributaria, o, en su caso, la autorización para el allanamiento
en las acciones contencioso-administrativas ejercitadas frente
a la Comunidad Autónoma en las que se diluciden derechos
económicos derivados de ingresos de naturaleza tributaria.

2. Se delegan en el titular de la Viceconsejería las facultades
previstas en las letras b) y c) del apartado anterior en relación
a los derechos económicos derivados de ingresos de naturaleza
no tributaria, y a la defensa del Patrimonio de la Comunidad
Autónoma, así como las demás resoluciones y autorizaciones
que correspondan al titular de la Consejería de Economía y
Hacienda y no hayan sido delegadas en otros órganos de la
misma.

3. De las actuaciones llevadas a cabo en el ejercicio de
las competencias referidas en los apartados anteriores se dará
cuenta a la Secretaría General Técnica.

Artículo 18. Delegación en el titular de la Secretaría Gene-
ral Técnica en asuntos contenciosos.

Se delegan en el titular de la Secretaría General Técnica
las siguientes competencias:

a) Dictar las resoluciones administrativas precisas con-
forme a la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en relación con los
recursos contencioso-administrativos interpuestos contra los
actos y disposiciones administrativas competencia de la Con-
sejería de Economía y Hacienda, sin perjuicio de la notificación
de los emplazamientos a cuantos aparezcan como interesados,
en su caso, para que puedan comparecer y personarse en
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los autos, así como de los anuncios en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía que sean procedentes.

Se exceptúan de esta delegación los supuestos previstos
en el apartado 1 del artículo siguiente.

b) Disponer el cumplimiento y, en su caso, la publicación,
en el referido Boletín Oficial, de las resoluciones dictadas por
los Tribunales y Juzgados en que sea parte la Consejería de
Economía y Hacienda, a excepción de los supuestos previstos
en el apartado 2 del artículo siguiente.

Artículo 19. Delegación en los titulares de las Delegaciones
Provinciales en asuntos contenciosos.

1. Se delegan en los titulares de las Delegaciones Pro-
vinciales de la Consejería de Economía y Hacienda las facul-
tades indicadas en el apartado a) del artículo anterior respecto
a los recursos contencioso-administrativos que se interpongan
contra:

a) Resoluciones administrativas dictadas por la respectiva
Delegación Provincial que pongan fin a la vía administrativa,
así como contra resoluciones de reclamaciones económico-ad-
ministrativas dictadas en única instancia por las Juntas Pro-
vinciales de Hacienda, conforme al Decreto 175/1987, de
14 de julio.

b) Resoluciones de reclamaciones económico-administra-
tivas interpuestas ante los órganos económico-administrativos
del Estado contra actos dictados por la propia Delegación Pro-
vincial en materia de tributos cedidos.

2. Asimismo, se delegan en los titulares de las Delega-
ciones Provinciales de la Consejería de Economía y Hacienda
disponer el cumplimiento y, en su caso, la publicación en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de las resoluciones
dictadas por los órganos de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa en relación a:

a) Las resoluciones indicadas en la letra a) del apartado
anterior.

b) Los acuerdos del Tribunal Económico-Administrativo
Regional de Andalucía en materia de tributos cedidos.

CAPITULO VIII

Delegación en materia de responsabilidad contable

Artículo 20. Titular de la Viceconsejería.
Se delega en el titular de la Viceconsejería la iniciación,

el nombramiento de instructor y la resolución de los expe-
dientes de responsabilidad contable en los supuestos que se
atribuyen al titular de la Consejería de Economía y Hacienda
en el artículo 101.2 de la Ley General de la Hacienda Pública
de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

CAPITULO IX

Delegación en materia del Patrimonio de la Comunidad
Autónoma

Artículo 21. Titulares de la Viceconsejería y Secretaría
General de Hacienda.

1. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 4/1986, de
5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, y en el Reglamento para la aplicación de la citada
Ley, aprobado por Decreto 276/1987, de 11 de noviembre,
se delegan en el titular de la Viceconsejería las siguientes
competencias:

a) El acuerdo de iniciación del procedimiento para la
adquisición de bienes inmuebles.

b) El acuerdo de iniciación del procedimiento para el arren-
damiento de bienes inmuebles que vayan a ser utilizados por
la Consejería de Economía y Hacienda.

c) El acuerdo de iniciación del procedimiento para el arren-
damiento de bienes inmuebles que vayan a ser utilizados por
varios Departamentos o entidades públicas.

d) El acuerdo de iniciación del procedimiento de ena-
jenación de bienes inmuebles.

e) El acuerdo de iniciación del procedimiento para la cons-
titución de cargas o gravámenes sobre bienes o derechos de
la Comunidad Autónoma de Andalucía.

f) El acuerdo de iniciación del procedimiento de enaje-
nación de bienes muebles adscritos a la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda.

g) El acuerdo de iniciación en los contratos relativos a
bienes inmuebles o muebles sometidos a expedientes de
explotación.

h) La autorización para la adquisición directa de bienes
inmuebles, prevista en el artículo 156.4 del referido Regla-
mento.

i) La adjudicación definitiva en el procedimiento para la
adquisición de bienes inmuebles, referida en el artículo 160
del Reglamento.

j) La adjudicación en el procedimiento para el arrenda-
miento de bienes inmuebles que vayan a ser utilizados por
varios Departamentos o entidades públicas referido en el ar-
tículo 84 de la Ley 4/1986, de 5 de mayo.

k) La autorización para el arrendamiento por contratación
directa de bienes inmuebles que vayan a ser utilizados por
varios Departamentos o entidades públicas prevista en los ar-
tículos 84 en relación con el 103 de la Ley 4/1986, de 5
de mayo.

l) La adjudicación en los procedimientos de enajenación
directa de bienes inmuebles prevista en el artículo 186.4 del
Reglamento.

m) La autorización para la enajenación de participaciones
que pertenezcan a entidades públicas dependientes de la
Comunidad Autónoma, siempre que no se enajenen de esa
forma todas las acciones pertenecientes a la Entidad pública
o cese en su anterior condición de partícipe mayoritario con-
forme a lo establecido en el artículo 94 de la Ley 4/1986,
de 5 de mayo.

n) La autorización para el arrendamiento de bienes inmue-
bles pertenecientes a entidades públicas que dependan de
la Comunidad Autónoma prevista en el artículo 103 de la
Ley 4/1986, de 5 de mayo.

ñ) La adjudicación en los contratos relativos a bienes
inmuebles sometidos a expedientes de explotación.

o) La adjudicación en el procedimiento para el arren-
damiento de bienes inmuebles que vayan a ser utilizados por
la Consejería de Economía y Hacienda prevista en el artícu-
lo 84.1 de la Ley 4/1986, de 5 de mayo.

p) La adjudicación para la enajenación de bienes muebles
adscritos a la Consejería de Economía y Hacienda prevista
en el artículo 90 de la Ley 4/1986, de 5 de mayo.

q) La adjudicación en los contratos relativos a bienes mue-
bles sometidos a expedientes de explotación adscritos a la
Consejería de Economía y Hacienda.

r) La autorización para el arrendamiento de bienes mue-
bles pertenecientes a entidades públicas adscritas a la Con-
sejería de Economía y Hacienda prevista en el artículo 103
de la Ley 4/1986, de 5 de mayo.

s) La adjudicación en los procedimientos para la cons-
titución de cargas o gravámenes sobre bienes o derechos de
la Comunidad Autónoma de Andalucía conforme a lo dispuesto
en los artículos 98 en relación con el 87 de la Ley 4/1986,
de 5 de mayo.

2. Se delegan en el titular de la Secretaría General de
Hacienda las siguientes competencias:

a) La afectación de bienes al dominio público referida
en el artículo 54 de la Ley 4/1986, de 5 de mayo.
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b) La desafectación de bienes de dominio público y decla-
ración de alienabilidad cuando ésta se produzca al mismo
tiempo que la desafectación.

c) La mutación demanial de bienes prevista en el artícu-
lo 59 de la Ley 4/1986, de 5 de mayo.

d) La autorización de la permuta de bienes inmuebles
conforme a lo establecido en el artículo 91 de la Ley 4/1986,
de 5 de mayo.

e) La aprobación de los pliegos de condiciones generales
para el uso de determinados bienes, conforme a lo establecido
en el artículo 74 del Reglamento.

CAPITULO X

Delegación en materia de aplazamientos y fraccionamientos
de pago

Artículo 22. Titular de la Dirección General de Tributos
e Inspección Tributaria.

Se delega en el titular de la Dirección General de Tributos
e Inspección Tributaria la resolución de las solicitudes de apla-
zamiento y fraccionamiento de pago de deudas tributarias y
demás de Derecho Público cuando la cuantía exceda de
1.202.024,21 euros, conforme a lo dispuesto en el párrafo
primero del apartado 1 del artículo único del Decreto
370/1996, de 29 de julio, por el que se determinan los órganos
competentes de la Consejería de Economía y Hacienda en
materia de aplazamientos y fraccionamientos de pago, con
excepción de los aplazamientos y fraccionamientos correspon-
dientes a las deudas derivadas de reintegros en vía voluntaria.

CAPITULO XI

Delegación en las materias de endeudamiento, tesorería y
devolución de ingresos indebidos

Artículo 23. Titulares de la Viceconsejería y de la Secretaría
General de Hacienda.

1. Se delegan en el titular de la Viceconsejería las siguien-
tes competencias:

a) La resolución de autorización de operaciones de endeu-
damiento de las empresas de la Junta de Andalucía, de acuerdo
con lo dispuesto en el artículo 70.4 de la Ley General de
la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

b) La resolución de autorización de operaciones de endeu-
damiento de las Universidades públicas de Andalucía, de
acuerdo con lo previsto en el artículo 94 de la Ley 15/2003,
de 22 de diciembre, Andaluza de Universidades.

2. Se delegan en el titular de la Secretaría General de
Hacienda las siguientes competencias:

a) La resolución de inicio de expedientes de operaciones
de endeudamiento de la Comunidad Autónoma.

b) La formalización de avales, de acuerdo con lo esta-
blecido en el artículo 74.3 de la Ley General de la Hacienda
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

c) La firma de los contratos de operaciones de endeu-
damiento en los supuestos en los que se autorice al titular
de la Consejería de Economía y Hacienda.

d) La firma del programa anual de endeudamiento con
la Administración del Estado, conforme a lo previsto en el
artículo 63.1 de la Ley General de la Hacienda Pública de
la Comunidad Autónoma de Andalucía.

3. Asimismo, se delegan en el titular de la Secretaría
General de Hacienda las siguientes competencias:

a) La autorización de los expedientes de devolución de
ingresos indebidos a que se refiere el artículo 3.º 3 del Decreto

195/1987, de 26 de agosto, por el que se regula el pro-
cedimiento para la devolución de ingresos indebidos.

b) La resolución de las solicitudes de autorización de ope-
raciones de endeudamiento a concertar por las Entidades Loca-
les en el supuesto previsto en el apartado 2 del artículo 1.º
del Decreto 63/1990, de 27 de febrero, sobre autorización
por la Junta de Andalucía de operaciones de concertación
o contratación de préstamos o créditos por los Entes Locales
Andaluces.

CAPITULO XII

Delegación en materia de corredurías de seguros

Artículo 24. Titular de la Secretaría General de Economía.
Se delegan en el titular de la Secretaría General de Eco-

nomía las siguientes competencias:

a) El acuerdo de iniciación de procedimientos sanciona-
dores por infracciones muy graves conforme a lo dispuesto
en el artículo 28 de la Ley 9/1992, de 30 de abril, de mediación
en seguros privados.

b) La imposición de sanciones por infracciones muy graves
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 28 de la citada
Ley 9/1992, de 30 de abril.

CAPITULO XIII

Delegación en materia de protectorado sobre las fundaciones
que gestionen obra social de las Cajas de Ahorros domiciliadas

en Andalucía

Artículo 25. Titular de la Dirección General de Política
Financiera.

Se delegan en el titular de la Dirección General de Política
Financiera las funciones inherentes al ejercicio del protectorado
sobre las fundaciones que gestionen obra social de las Cajas
de Ahorros domiciliadas en Andalucía relativas a adopción de
acuerdos, autorizaciones, emisión de informes, ejercicio de accio-
nes y demás actos jurídicos derivados de dicho protectorado.

CAPITULO XIV

Delegación en materia de precios autorizados

Artículo 26. Titular de la Viceconsejería.
Se delega en el titular de la Viceconsejería la resolución

de las solicitudes de revisión de tarifas relativas a los servicios
de transportes de viajeros en automóviles ligeros dentro del
casco urbano que se ajusten en su estructura y límites a lo
establecido en el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 22
de enero de 1986, modificado por los Acuerdos de 5 de julio
de 1988 y 26 de noviembre de 1996.

CAPITULO XV

Disposiciones comunes

Artículo 27. Constancia de la delegación y fin de la vía
administrativa.

1. Los actos y resoluciones que se adopten en virtud
de la delegación efectuada en la presente Orden harán constar
expresamente esta circunstancia y se considerarán dictados
por el órgano delegante.

2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 48.d) de
la Ley 6/1983, de 21 de julio, ponen fin a la vía administrativa,
en los mismos casos y términos que corresponderían al órgano
delegante, las resoluciones que se dicten en el ejercicio de
las competencias delegadas por la presente Orden.
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Artículo 28. Avocación y revocación.
Conforme a lo establecido en la Ley 30/1992, de 26

de noviembre, el titular de la Consejería podrá avocar en cual-
quier momento el conocimiento y la resolución de cualquier
asunto objeto de delegación mediante la presente Orden, la
cual, no obstante, subsistirá en sus propios términos en tanto
no sea revocada o modificada por disposición expresa publi-
cada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Artículo 29. Ejercicio de las competencias delegadas.
Todas las competencias que se delegan por la presente

Orden serán ejercidas con arreglo a las normas de general
aplicación y a las instrucciones generales de servicio dictadas
por los órganos competentes de la Consejería de Economía
y Hacienda.

Disposición adicional primera. Delegación general en el
titular de la Viceconsejería.

Se delegan en el titular de la Viceconsejería en las materias
objeto de la presente Orden, con excepción de las previstas
en los capítulos VII y XV, cuantas facultades correspondan
al titular de la Consejería que no hayan sido delegadas en
otros órganos, con las limitaciones señaladas en los artícu-
los 13 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y 47 de
la Ley 6/1983, de 21 de julio.

Disposición adicional segunda. Operaciones financieras.
Se delega durante el ejercicio 2005 en el titular de la

Dirección General de Tesorería y Deuda Pública la facultad
para concertar operaciones financieras que por su propia natu-
raleza no incrementen el volumen de endeudamiento, des-
tinadas a asegurar o disminuir el riesgo o el coste de la deuda
a largo plazo, existente con anterioridad o formalizada a partir
de la entrada en vigor de la Ley 2/2004, de 28 de diciembre,
de Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para
el año 2005, tales como permutas financieras, opciones, con-
tratos sobre futuros y cualquier otra operación de cobertura
de tipos de cambio o de interés, así como la adopción de
cuantos actos sean precisos para la ejecución de la referida
materia.

Disposición transitoria única. Régimen transitorio.
Los procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada

en vigor de la presente Orden serán tramitados y resueltos
conforme a las disposiciones vigentes en el momento de su
iniciación.

Disposición derogatoria única.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o infe-

rior rango se opongan a lo dispuesto en esta Orden y, expre-
samente y en tanto no hayan sido derogadas por otras dis-
posiciones, las siguientes:

- Orden de 10 de diciembre de 1987, de las Consejerías
de Gobernación, Hacienda, Economía y Fomento, Obras Públi-
cas y Transportes, Agricultura y Pesca, Trabajo y Bienestar
Social y Cultura, por la que se delegan competencias en materia
de personal; en lo que se refiere a la Consejería de Economía
y Hacienda.

- Orden de 3 de marzo de 1992, de la Consejería de
Economía y Hacienda, por la que se delegan determinadas
competencias en los titulares de los órganos directivos de la
Consejería.

- Orden de 25 de febrero de 1994, de la Consejería de
Economía y Hacienda, por la que se delegan determinadas
competencias.

- Orden de 16 de mayo de 1994, de la Consejería de
Economía y Hacienda, por la que se delegan competencias
en materia de personal.

- Orden de 4 de noviembre de 1994, de la Consejería
de Economía y Hacienda, por la que se delegan competencias

en materia de personal en el Instituto de Estadística de
Andalucía.

- Orden de 21 de diciembre de 1998, de la Consejería
de Economía y Hacienda, por la que se delegan competencias
en materia de concursos de méritos para la provisión de puestos
de trabajo adscritos a personal funcionario de la Consejería.

- Orden de 12 de julio de 1999, de la Consejería de
Economía y Hacienda, por la que se delegan determinadas
competencias en el Viceconsejero de Economía y Hacienda.

- Orden de 13 de diciembre de 2000, de la Consejería
de Economía y Hacienda, por la que se delegan determinadas
competencias en materia de gestión de personal en los Dele-
gados Provinciales de la Consejería de Economía y Hacienda.

- Orden de 27 de junio de 2001, de la Consejería de
Economía y Hacienda, por la que se delegan determinadas
competencias en el titular de la Dirección General de Tributos
e Inspección Tributaria de la Consejería.

- Orden de 28 de marzo de 2003, de la Consejería de
Economía y Hacienda, por la que se delegan competencias
en el titular de la Delegación Provincial de Sevilla en materia
de contratación administrativa.

- Orden de 9 de abril de 2003, de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda, por la que se delegan determinadas com-
petencias en los titulares de las Delegaciones Provinciales de
la Consejería en materia de personal.

Disposición final única. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el mismo día de su

publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 22 de febrero de 2005

JOSE ANTONIO GRIÑAN MARTINEZ
Consejero de Economía y Hacienda

CONSEJERIA DE INNOVACION, CIENCIA Y EMPRESA

RESOLUCION de 31 de enero de 2005, del Ins-
tituto Andaluz de Investigación y Formación Agraria,
Pesquera, Alimentaria y de la Producción Ecológica,
por la que se conceden becas al amparo de la nor-
mativa que se cita.

Mediante Resolución de 1 de julio de 2004, del Instituto
Andaluz de Investigación y Formación Agraria, Pesquera, Ali-
mentaria y de la Producción Ecológica, se convocaron becas
de formación de personal investigador, dentro del Marco de
la Sociedad del Conocimiento en la Segunda Modernización,
al amparo de la Orden de 30 de agosto de 2002 (BOJA
núm. 109, de 17 de septiembre) de la Consejería de Agri-
cultura y Pesca, modificada por la Orden de 15 de marzo
de 2004 (BOJA núm. 59, de 25 de marzo), por la que se
establecen las bases reguladoras de la concesión de becas.

La Ley 1/2003, de 10 de abril, creó el Instituto Andaluz
de Investigación y Formación Agraria, Pesquera, Alimentaria
y de la Producción Ecológica, como Organismo autónomo ads-
crito a la Consejería de Agricultura y Pesca, cuyos estatutos
se aprobaron por Decreto 359/2003, de 22 de diciembre.
La disposición adicional segunda del citado Decreto dispone
que el Instituto Andaluz de Investigación y Formación Agraria,
Pesquera, Alimentaria y de la Producción Ecológica se subro-
gará en los derechos y obligaciones de la Dirección General
de Investigación y Formación Agraria y Pesquera, respetando
en todo caso los derechos de terceros afectados.

El Decreto del Presidente de la Junta de Andalucía
11/2004, de 24 de abril (BOJA Extraordinario núm. 3, de
25 de abril), sobre reestructuración de Consejerías, en su
artículo 5 punto 2, adscribe a la Consejería de Innovación,


